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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Accidental

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO
 

El ciudadano JOSÉ ANTONIO PULIDO MÉNDEZ, representado por los abogados OMAR MORA DÍAZ y LEOPOLDO LAYA, demandó a la empresa INVERSIONES A.D.B. C.A., representada por los abogados ARMANDO BENSHIMOL, MARÍA ALEJANDRA FIGUEIRA, CARLOS LEPERVANCHE MICHELENA y YELITZA AMELIA RUIZ, como patrono, y como responsables solidarios, al ciudadano ANTONIO BLANCO ALEA, representado por los abogados GUSTAVO PLANCHART MANRIQUE, ALFREDO TRAVIESO, ORLANDO MONAGAS RODRÍGUEZ, CARLOS LEPERVANCHE MICHELENA, ROBERTO YÉPEZ SOTO, MARGARITA ESCUDERO LEÓN, YESENIA PIÑANGO MOSQUERA y CARLOS ZULOAGA TRAVIESO, y a las sociedades mercantiles INVERSIONES CANBLO, C.A., METROVIDEO, C.A., BLANCIC VIDEO, C.A., BLANCO Y TRAVIESO, C.A., INMOBILIARIA BLANFER, C.A., C.A. CINEMATOGRÁFICA BLANCICA y LEOFILMS C.A., por cobro de prestaciones sociales, ante el Juzgado Segundo  de Primera Instancia del Trabajo de  la  Circunscripción Judicial  del Área Metropolitana de Caracas.

El Juzgado Superior Sexto del Trabajo de  la  citada Circunscripción Judicial, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva el día 20 de abril de 1999, en la cual declaró con lugar la demanda, confirmando la decisión apelada.

Contra ese fallo anunciaron recurso de casación los codemandados INVERSIONES A.D.B. C.A. y ANTONIO DAVID BLANCO. En el primero de los recursos, se presentó escrito de formalización, hubo contestación, réplica y contrarréplica; en el segundo se presentó un escrito de formalización, el cual fue impugnado, sin réplica. 

Por auto de fecha 13 de enero de 2000, la Sala de Casación Civil declinó la competencia para decidir el presente asunto, en esta Sala de Casación Social, a la cual corresponde en virtud de la materia, de conformidad con el vigente texto constitucional.

Recibido el expediente, ante la inhibición de los Magistrados Dr. Omar Mora Díaz y Alberto Martini Urdaneta, en fecha 24 de febrero de 2000, se constituyó Sala Accidental con los Conjueces, César Mata Marcano y María Cristina Parra, reservándose la ponencia el presidente de la Sala Accidental Dr. Juan Rafael Perdomo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley Orgánica que rige las funciones de este Tribunal Supremo. Cumplidos los trámites de sustanciación, y siendo la oportunidad para decidir, lo hace esta Sala, previas las siguientes consideraciones:

 

 

RECURSO  DE CASACIÓN INTERPUESTO POR  LA CODEMANDADA INVERSIONES A.D.B.  C.A.

– PRIMERO –

RECURSO CONTRA SENTENCIA INTERLOCUTORIA DE FECHA 

3 DE FEBRERO DE 1997

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

- I -

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción del artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, por errónea interpretación y falsa aplicación de los artículos 510 del mismo Código, 1.394 y 1.363 del Código Civil, por falsa aplicación, y del artículo 215 del Código de Procedimiento Civil, por falta de aplicación.

El formalizante, luego de transcribir, in extenso, la decisión recurrida, señala que la Alzada ordena al Juez de la causa proceder a dictar sentencia conforme a lo previsto en el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, por determinar que se habría operado la "citación presunta o tácita" de los demandados, de acuerdo con el único aparte del artículo 216 del mismo Código. A continuación explica las razones por las cuales considera infringidas las disposiciones legales en cuestión.

El impugnante, por su parte, señala que se pretende formular con base en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, denuncias que corresponderían al ordinal 1º de la misma disposición legal.

Para decidir, la Sala observa:

En la doctrina de la casación venezolana se ha distinguido claramente entre los motivos de casación por infracción de ley y los fundados en defectos de actividad. En sentencia de fecha 2 de marzo de 1994, la antigua Sala de Casación Civil expresó al respecto: 

 

"En relación a la distinción entre el error in procedendo y el error in iudicando, Carnelutti explica:

"Hasta ahora se pensó que la diferencia entre el error en el juicio y error en el procedimiento estaba únicamente en que el primero se refería a la causa y el segundo al efecto de la equivocación cometida por el juez: habría falsos juicios, que bastarían por sí solos para consentir la rescisión de la sentencia, independientemente de su repercusión sobre el acto que determinaron; habría, por otra parte, ciertos actos cuyo cumplimiento en forma diversa de la querida por la ley constituiría motivo de casación por sí sola, independientemente de la naturaleza del juicio que los hubiera engendrado; según esta línea divisoria, si los errores (en la solución de una cuestión) de fondo eran tratados como errores de juicio, los errores de orden podían referirse tanto al procedere como al iudicare; por ejemplo, que hubiera decidido un juez incompetente, se consideraba no tanto un error in procedendo cuanto un error in iudicando si la equivocación había ocurrido en solución de una cuestión de derecho referente a la competencia".

Este modo de plantear la distinción no apreciaba la verdadera razón de ella, que no está sino en la profunda diferencia entre el orden y el fondo, esto es, entre la conducción del proceso y la decisión de la litis o la administración del negocio, y estos dos momentos de la actividad del juez están en relación de medio a fin: para las cuestiones de orden, lo que importa a los fines de la rescisión no es tanto el porqué cuanto el si se ha seguido o no el iter señalado por la ley como el más idóneo para llegar al fin; en cuanto a las cuestiones de fondo, no se puede pretender lo mismo, es decir, que sólo la obtención o la no obtención de fin sea relevante, debiéndose indagar igualmente si la decisión ha sido justa... Es exacto, por tanto distinguir los errores in iudicando como errores de juicio de los errores in procedendo, como errores de actividad, pero es hora de agregar que los segundos atañen sólo al orden y los primeros sólo al fondo..." (Instituciones del Proceso Civil, volumen II, pág. 249-250).

La opinión transcrita resulta de mayor exactitud, a juicio de la Sala, que la posición de Calamandrei, para quien se tratará de un error de actividad  si se . comete  al  aplicar  las normas  procesales, y  de un  error de  juicio, si se comete al aplicar la ley  sustantiva "-inejecución de un precepto procesal (error in procedendo) y el error sobre la voluntad abstracta de una ley relativa a la relación controvertida"-  pues al resolver el fondo de la controversia puede infringir el juez una regla de derecho procesal, y en nuestro sistema las violaciones de reglas de procedimiento que no se traduzcan en quebrantamiento u omisión de formas procesales en infracción del derecho de defensa, o puedan ser catalogadas como omisión de los requisitos del artículo 243 o vicios de la sentencia, de los enumerados en el artículo 244 del Código de Procedimiento Civil, pueden dar lugar el recurso por infracción de ley. 

El autor citado en último término, también percibe la esencia de la cuestión al expresar:

"La profunda diferencia del criterio seguido por nuestra ley en los dos casos es evidente: en el recurso dado por error in iudicando se trata de defender la exacta interpretación de cualquier norma jurídica; en el recurso dado por error in procedendo se trata no de asegurar la ejecución de cualquier precepto procesal, puesto que la mayor parte de las inejecuciones de estos preceptos no dan lugar a casación, sino de garantizar el provechoso desarrollo del proceso...". (La Casación Civil. Tomo II, págs. 259-260).

En ocasiones se ha caracterizado el error in procedendo, como el ocurrido en el camino que conduce a la sentencia recurrida, y el error de juicio, como aquel cometido en la sentencia misma, pero ello sólo es estadísticamente correcto, pues si bien la mayor parte de los quebrantamientos de formas procesales se cometen en el curso del proceso, antes de la sentencia, aun en ese caso existirá una deficiencia en la sentencia misma -la falta de reposición-, y en ocasiones la indefensión es ocasionada por la propia recurrida. Ejemplos de este último supuesto lo constituyen la sentencia interlocutoria que resuelve una cuestión procesal, contra la cual se puede formalizar en la oportunidad del recurso contra la definitiva, y la llamada sentencia definitiva formal, que constituye el caso bajo análisis, la cual no resuelve sobre el fondo de la controversia, sino sobre una cuestión procedimental, o de orden, en palabras de Carnelutti.

Nuestro Código de Procedimiento Civil regula los efectos de la sentencia de casación en ambos supuestos. En relación con el recurso por defecto de actividad, el artículo 320 establece que si al decidir el recurso la Corte Suprema de Justicia encontrare una infracción de las descritas en el ordinal 1° del artículo 313, se abstendrá de conocer las otras denuncias de infracción formuladas, y decretará la nulidad y reposición de la causa al estado que considere necesario para restablecer el orden jurídico infringido, y de acuerdo al artículo 322, esta Corte remitirá el expediente directamente al Tribunal que deba sustanciar de nuevo el juicio. Respecto a la casación por error de juicio, la disposición citada en último término establece, que si el recurso fuere declarado con lugar por las infracciones descritas en el ordinal 2° del artículo 313, el juez de reenvío se limitará a dictar nueva sentencia sometiéndose completamente a lo decidido por la Corte Suprema de Justicia.

Un ejemplo de la diferencia entre ambos recursos, en cuanto a los efectos de la sentencia que el recurrente solicita al formalizar el recurso, lo tenemos en el supuesto de error en el cómputo de los días para la promoción de pruebas. En cualquier caso se tratará de una infracción de reglas de procedimiento, pero si quien recurre alega que no se admitieron ilegalmente sus pruebas, se tratará de un recurso por defecto de actividad, cuyo efecto, de ser procedente, consistirá en la reposición de la causa al estado de que se admitan y de ser necesario, se evacuen las pruebas; en tanto que, de ser el fundamento del recurso la apreciación de pruebas promovidas o evacuadas extemporáneamente, se tratará de un recurso por infracción de ley, y el efecto será el de reenvío, para que el Superior resuelva de nuevo el fondo de la causa, sin tomar en consideración las pruebas irregulares. 

Este planteamiento es compatible con la posición de Carnelutti, pues el error en la aplicación de las normas procesales, en el segundo de los casos, fue cometido al resolver la cuestión de fondo, tomando en cuenta para su resolución pruebas irregulares.

 

En el caso bajo decisión, la decisión interlocutoria contra la cual se formaliza, expresó en su dispositivo:

 

"...de conformidad con lo dispuesto en el único aparte del artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, se determina que en el presente juicio se operó la citación presunta o tácita, por lo que se le ordena al Juez de la causa proceder a dictar sentencia conforme a las previsiones contenidas en el artículo 362 eiusdem, en concordancia con lo prescrito en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, previa admisión del escrito de pruebas consignado el 27-09-96 por el apoderado judicial del actor, aplicando para ello las normas legales que rigen la materia de pruebas..."

 

Una decisión interlocutoria como la impugnada no resuelve la controversia de fondo, sino que se dirige a la ordenación del proceso, al determinar si las personas y empresas demandadas quedaron tácitamente citadas para la contestación a la demanda. Una decisión de estas características no puede ser impugnada por infracción de ley, sino por defecto de actividad.

Desarrollando la doctrina citada, considera la Sala que en el defecto de actividad no se examina la causa del error -falsa aplicación, falta de aplicación de una norma vigente, aplicación de una norma no vigente, o error de interpretación- sino su resultado: el quebrantamiento de formas procesales en menoscabo del derecho de defensa; por consiguiente, la decisión de la cuestión debatida, que consiste en determinar si se produjo la citación presunta de los demandados, sólo puede ser atacada como defecto de actividad, en un recurso sustentado en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil.

En consecuencia, se desecha esta denuncia. 
- II -

 

Con fundamento en el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción del artículo 187 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 216 eiusdem, y de los artículos 106 y 207 del mismo Código, y solicita a la Sala que se extienda al fondo de la controversia por haberse infringido las normas jurídicas contenidas en los artículos cuya infracción se denuncia. Sostiene que existió una manera de comunicación diferente de lo que dispone el aparte único del artículo 216 cuando lo que debe entenderse por "diligencia en el proceso" que es sin más la diligencia en sentido estricto o el escrito presentado al Secretario, nada de lo cual ocurrió, pues como lo reconoce la recurrida lo que hubo fueron cartas privadas dirigidas al Juez, pero no diligencias en sentido estricto ni la alternativa de presentar escrito al Secretario en los días y horas hábiles.

Para decidir, la Sala observa:

La denuncia se refiere a la misma decisión interlocutoria, la cual sólo puede ser atacada por defecto de actividad, no por infracción de ley, pues se refiere al orden del proceso y no a la resolución de la controversia, tal como se estableció al decidir la anterior denuncia.

En consecuencia, se desecha esta denuncia.
 

– SEGUNDO –

RECURSO CONTRA SENTENCIA DEFINITIVA DE FECHA 

20 DE ABRIL DE 1999

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

ÚNICO

 

Con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción del artículo 243, ordinal 3º del mismo Código.

Señala el formalizante que la Alzada hace varias transcripciones, con lo cual infringe el ordinal 3º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil. Dichas transcripciones son las siguientes:

"a) De la página 6 a la página 12, transcribe textual y literalmente la mayor parte del libelo y lo hace entre comillas.

b) Hace otras transcripciones textuales desde la página 13 y hasta la página 18; y

c) Vuelve con las transcripciones desde la página 22 y hasta la página 35 de la sentencia."

Para decidir, la Sala observa:
La antigua Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, estableció criterio respecto a lo aducido por el recurrente en sentencia de fecha 15 de mayo de 1996 (Lucía Beatriz Díaz González de Guerra contra Pablo Antonio Acero Reyes, en el expediente Nº 95-298, sentencia Nº 121), en los siguientes términos:

"En sentencia dictada el 20 de julio de 1994 (Constructora Carma, S.A. contra Novedades Guela, C.A.), la Sala, en relación con una denuncia del ordinal 3º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil señaló que resulta innecesario que los jueces se extiendan en la parte narrativa del fallo haciendo una transcripción o relatando todas las actuaciones ocurridas en el proceso.

Asimismo, desde una decisión del 11 de febrero de 1988, la Sala viene señalando que si bien la redacción del fallo no está sometida a fórmulas rígidas y extremas, el ordinal 3º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil exige que en la sentencia se realice una síntesis de la controversia en términos claros, precisos y lacónicos para evitar dilaciones en el juicio.

Igualmente, se ha indicado que los jueces pueden en la sentencia, si lo estiman conveniente, copiar in extenso el libelo de la demanda, el escrito de contestación y otros alegatos y defensas de las partes que consideren pertinentes, con datos que a veces son específicos, para de esa manera cumplir con la obligación de hacer una síntesis clara, precisa y lacónica de la controversia, pero sí es censurable y acarrea la infracción del ordinal 3º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, cuando en la decisión se transcriban o relaten prácticamente todos los actos del proceso que no tengan mayor relevancia, pues justamente esto último está en contravención con lo deseado por el legislador."

 

El sentenciador transcribe el libelo de demanda, hace transcripciones parciales de otras actuaciones relevantes y luego transcribe parte de la decisión de primera instancia, para acoger la motivación, por lo cual no transcribe actos irrelevantes que de acuerdo con la doctrina transcrita, conduzcan a la nulidad del fallo.

Por otra parte, es criterio de esta Sala que con vista de las disposiciones de la nueva Constitución, por aplicación del principio finalista y en acatamiento a la orden de evitar reposiciones inútiles, no se declarará la nulidad de la sentencia recurrida si la deficiencia concreta que la afecta, no impide determinar el alcance subjetivo u objetivo de la cosa juzgada, no hace imposible su eventual ejecución o no viola el derecho de las partes a una justa resolución de la controversia, lo cual igualmente conduce a la improcedencia de lo denunciado.

En consecuencia, se declara improcedente esta denuncia.

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

ÚNICO

 

El recurrente se limita a expresar lo siguiente, bajo el título "RECURSO POR ERROR DE JUZGAMIENTO, FONDO O INFRACCIÓN DE LEY":

 

"Ahora bien, el juicio estuvo en suspenso por la apelación admitida en ambos efectos contra el auto dictado por el a quo el 4 de octubre de 1996 y hasta la fecha en que el expediente reingresó al Tribunal de la causa, por lo que este lapso debe eximirse del cálculo o cómputo tal como lo decidió la Sala en sentencia de fecha 15 de enero de 1998, con ponencia del Magistrado Dr. Alirio Abreu Burelli, en el juicio de Daniela Méndez Prieto contra Distribuidora Dipal C.A. (en el expediente Nº 95-985, sentencia Nº 6. Pierre Tapia Enero 1998, páginas de la 303 a la 324).

Por esta infracción solicito se case la sentencia definitiva recurrida y se ordene dictar nueva decisión que corrija el error y por tanto excluya ese lapso del cálculo de la indexación o índice inflacionario."

 

Para decidir, la Sala observa:
Los motivos de casación por infracción de ley están taxativamente enumerados en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil: "Cuando se haya incurrido en un error de interpretación acerca del contenido y alcance de una disposición expresa de la ley, o aplicado falsamente una norma jurídica; cuando se aplique una norma que no esté vigente, o se le niegue aplicación y vigencia a una que lo esté; o cuando se haya violado una máxima de experiencia".

La violación de jurisprudencia o doctrina no es motivo de casación en nuestro sistema procesal, por no estar incluido como tal motivo en la disposición transcrita y por no ser obligatoria la observancia por los jueces de los criterios de casación, pues el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil, sólo establece: "Los jueces de instancia procurarán acoger la doctrina de casación establecida en casos análogos, para defender la integridad de la legislación y la uniformidad de la jurisprudencia" y la inobservancia de esta directriz no implica per se la nulidad del fallo, sino que ésta dependerá de la procedencia de una apropiada denuncia de infracción de ley y de que la Sala respectiva no modifique el criterio.

En consecuencia, se desecha esta denuncia.
 

RECURSO  DE CASACIÓN INTERPUESTO POR EL

CODEMANDADO ANTONIO BLANCO ALEA
– CUESTIÓN DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO –

 

El apoderado del demandante, en su escrito de impugnación aduce que los formalizantes no tienen la representación que se atribuyen, por lo cual el escrito de formalización debe tenerse por no presentado.

Al respecto alegan que no se puede sustituir un poder ante la Secretaría de la Sala, por no llevarse el Libro de Registro de Poderes, respecto a lo cual aduce que las sustituciones de poderes deben hacerse con las mismas formalidades que el otorgamiento de poderes; y porque no se puede sustituir el poder sin facultad expresa para ello, reservándose el apoderado su ejercicio, puesto que el artículo 159 del Código de Procedimiento Civil establece que podrá sustituir el poder en "...abogado de conocida rectitud y solvencia cuando por cualquier causa no pudiere o no quisiere seguir ejerciéndolo".

 

Para decidir, la Sala observa:

 

Aprecia  la Sala defectos en la sustitución del poder que hacen ineficaz el acto, entre otros el ejemplar del poder señalado por la sustituyente es una copia simple, por lo cual no se puede considerar que se exhibió a la Secretaria de la Sala de Casación dicho poder, ni ésta deja constancia de la existencia de la representación que se sustituye; sin embargo, el abogado Orlando Monagas Rodríguez, quien suscribió y presentó el escrito de formalización ante la Secretaría de la Sala de Casación Civil de la extinta Corte Suprema de Justicia, es apoderado del codemandado recurrente Antonio Blanco Alea, en virtud del poder presentado por el abogado que originalmente ejerció esa representación, el cual se encuentre inserto a los folios 150 al 152 de la pieza 4 del expediente, y es mencionado como tal apoderado en la decisión recurrida.

En consecuencia, la discusión sobre la validez de la sustitución del poder no afecta a dicho abogado, quien acreditó el cumplimiento de los requisitos para actuar en casación y se encuentra inscrito en la Sala de Casación Civil bajo el Nº 918 de Caracas; por tanto, siendo eficaz el escrito de formalización, pasa la Sala a resolver sobre el recurso interpuesto.

 

RECURSO CONTRA SENTENCIA INTERLOCUTORIA DE FECHA 

3 DE FEBRERO DE 1997

 

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

 

De conformidad con el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción de los artículos 68 de la Constitución, 15, 150, 151, 155, 206, 207, 208, 211, 216, 217, 347 y 362 del mismo Código y del artículo 1.357 del Código Civil, por haberse quebrantado una forma sustancial del proceso, en violación del derecho de defensa.

Señala el formalizante que el juez de la interlocutoria recurrida declaró la confesión ficta de la demandada, basándose en el hecho de que con las ocho cartas dirigidas por los demandados al juez de la causa en solicitud del nombramiento del abogado Dr. Carlos Lepervanche, como defensor ad litem, los demandados quedaron tácitamente citados para la contestación de la demanda. Al respecto, sostiene el formalizante que la decisión impugnada estableció:

 

"[los demandados] confesaron estar debida​men​te enterados de la demanda incoada en su contra y se ha realizado la citación tácita o presunta prevista en el Artículo 216 del Código de Procedimiento Civil y desde la fecha de la última carta, la contestación de la demanda debía realizarse al tercer día de despacho siguientes, es decir el día 23-09-96 pero ninguno de ellos (los demandados) compareció personalmente ni por si ni por medio de apoderado judicial alguno, por lo que de conformidad con lo previsto en el Artículo 362 eiusdem y Artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos del Trabajo en el presente juicio se operó la confesión ficta de los demandados" Pág. 8 y 9 de la sentencia interlocutoria recurrida. 

 

Al respecto, aduce el formalizante que el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil en su aparte, consagra la "citación presunta o tácita" para la contestación de la demandada, configurada "cuando la parte o su apoderado antes de la citación han realizado alguna diligencia en el proceso o han estado presentes en un acto del mismo"; y el siguiente Artículo 117 estipula "cuando se presentare alguien por el demandado a darse por citado, sólo será admitido en el caso de exhibir poder con facultad expresa para ello" (subrayados nuestros).

Alega el formalizante que la citación presunta o tácita no se produce sino por la presencia de la parte o su apoderado en el proceso o por la realización de la parte o su apoderado de alguna diligencia en el mismo, quien presente poder con facultad expresa para darse por citado, de allí que, en la interpretación y aplicación necesariamente conjunta de esas normas, "si para que la citación por medio de apoderados sea válida, se exige en el artículo 217 eiusdem, facultad expresa para ello, también para que se dé la citación presunta por la comparecencia del apoderado al proceso, o por haber en realizado alguna diligencia en el procedimiento es necesario que aquel esté autorizado expresamente para darse por citado." Roman J. Duque Corredor, "Apreciaciones sobre el Código de Procedimiento Civil Ordinario" Pág. 121. 

Asimismo, aduce el formalizante que el contenido de esas normas debe entenderse en concordancia con el artículo 150 del Código de Procedimiento Civil, el cual señala que cuando las partes actúan en juicio por medio de apoderados, éstos deben estar facultades por mandato o poder; y el poder para actos judiciales debe otorgarse en forma pública o auténtica y tal carácter no lo tienen sino "los instrumentos que han sido autorizados con las solemnidades legales por un registrador, un juez u otro empleado público que tenga facultad para darle fe publica en el lugar donde el instrumento se haya autorizado" (artículo 1.357 del Código Civil).

A continuación el formalizante expresa:

 

“Pero señores Magistrados, qué clase de instrumento es el que admite el Juez de la sentencia interlocutoria recurrida para considerar como apoderado al abogado que entrega las "cartas" al Juez de la causa? ¿Es documento público o auténtico? Manifiestamente no, si acaso puede calificárseles de documentos privados. Y hay más, los supuestos otorgantes de ese singular poder (que como tal ilegalmente admite la interlocutoria recurrida), ese poder (sic), aparecería otorgado en todo caso, gratia arguendi, por persones jurídicas, por lo que, en todo caso, era obligante para el caso de su supuesto otorgamiento, que lo fuera en forma pública o auténtica, (que no lo fue), resultas dentro de la tesis o teoría organicista ya aceptada por la jurisprudencia y la ley, el o los otorgantes tenían que comprobar la personaría, con la cual actuaban al otorgarlo a nombre de su representado, Artículo 155 del Código de Procedimiento Civil, formalidad de comprobación de su personaría de cumplimiento sine qua non porque las formalidades requeridas en el otorgamiento de poderes judiciales son esenciales y deben aparecer en el propio cuerpo del instrumento según la doctrina de esa Honorable Sala, sentencia del 30-04-80, (José Roman Duque Sánchez, "Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, Academia de Ciencias Políticas y Sociales N° 31, Pág. 135”).

 

Insiste el formalizante en que es manifiesto que al aceptar la interlocutoria recurrida como apoderado de las demandadas a quien sólo se señala en unas "cartas" como las califica la propia recurrida, de quienes se dicen personeros de diversas personas jurídicas y de una persona natural, infringió la interlocutoria recurrida las siguientes normas de orden público: el artículo 150 del Código de Procedimiento Civil que exige poder para la representación por medio de apoderado en juicio; el artículo 151 del mismo Código que exige que el poder para actos judiciales, debe constar en forma pública o auténtica, naturaleza que de bulto no tienen "las cartas" que la propia interlocutoria recurrida cita y copia en sus páginas 6 y 7, folio ciento once y ciento doce del expediente, piezas respectivas; el artículo 155 del mismo Cuerpo de Leyes por cuanto de constituir "poderes" para actos judiciales además de requerir su autenticación o registro, carácter que no tienen, necesariamente esos "poderes" (sic) tenían que cumplir los requisitos sine qun nom que dicha norma requiere. Además, dentro de lo procesal, como definición del carácter público o auténtico del poder para actos judiciales, infringió asimismo la interlocutoria recurrida el artículo 1.357 del Código Civil porque sus requisitos para advenir a tal carácter no lo tienen las "cartas" en comento.

Por otra parte, aduce que al no constituir las tales "cartas" poderes judiciales conforme a las normas que lo regulan y que han quedado expuestas, no hay presencia en ningún acto del proceso ni actuación alguna en el mismo ni de las partes demandadas ni de sus apoderados que en todo caso, conforme a la argumentación anteriormente expuesta, tenían que ser especiales, y no existió la citación presunta o tácita, resultando infringida por esa recurrida el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil y el 217 eiusdem del mismo Código. 

Concluye el recurrente en que no existió, la citación presunta de las demandadas, y no pudo transcurrir ningún lapso para la contestación de la demanda en los términos del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo; no hubo momento procesal para empezar a contar el lapso de contestación de la demanda, y por lo tanto, no pudo producirse la confesión ficta de los demandados que creó la inventiva del juez de la interlocutoria recurrida con patente infracción del artículo 362 del Código de Procedimiento Civil en desarrollo del artículo 347 del mismo Código, normas que en esa forma también fueron infringidas por la recurrida.

Respecto al derecho de defensa, señala el formalizante, que al declarar la interlocutoria recurrida, la confesión ficta de las demandadas en forma improcedente, ello comporta negación a la demandada del derecho de defensa, en el pináculo de su expresión procesal que es el derecho a la contestación de la demanda dentro del lapso correspondiente, menoscabando o más propiamente, arrebatándole el derecho de defensa.

Asimismo, alega que la recurrida incurrió en reposición no decretada, en infracción de los artículos 206 del Código de Procedimiento Civil que abre en términos generales la posibilidad de la reposición; la del artículo 207 del mismo Código que a sentido e interpretación a contrario y de acuerdo la más vieja doctrina al efecto de la Sala, de esa norma se desprende que el vicio en un acto esencial comporta la nulidad de los actos posteriores, y denuncia también la infracción del artículo 208 que “colorea y completa la causal de reposición conforme la doctrina de la Sala vigente el nuevo Código de Procedimiento”; e imputa infracción por la recurrida del artículo 211 del mismo Código, ya que el acto írrito en el cual incurrió el Juez de la causa era esencial a la validez de los actos procesales subsiguientes.

Por todo ello, solicita se reponga la causa al estado correspondiente al punto de partida de la nulidad como lo señala la última norma citada y al cual considere necesario la Sala para restablecer el orden jurídico infringido como lo ordena el artículo 320 aparte dos del Código de Procedimiento Civil.

Para decidir, la Sala observa:

Cada una de las denuncias que se formulan ante la casación, constituye una petición de nulidad interpuesta contra la sentencia, que debe contener en sí misma la demostración de la existencia de la infracción, de forma o fondo, que constituye el título de esa petición. Por tanto, para decidir, la Sala no tomará en cuenta explicaciones previas a la denuncia, que no forman parte de ésta, ni es eficaz remitir a otras denuncias o aseveraciones del escrito de formalización para que se tenga por cumplido el deber razonar cada denuncia, exigido por el artículo 317 del Código de Procedimiento Civil.

Tal expresión de las razones que demuestran la existencia de la infracción tiene, al menos, dos parámetros iniciales: qué fue lo decidido u omitido por el Juez y cuál es el contenido de la norma legal cuya infracción se imputa. A partir de estas dos precisiones, deberá el formalizante explicar por qué la conducta o juicio no es acorde con la disposición legal.

Por tanto, si el formalizante omite alguno de esos dos parámetros, quedarán inexpresadas las razones que sustentan la petición de nulidad.

En el caso bajo decisión, el formalizante incurre en una lamentable equivocación, al tomar como expresiones del Sentenciador lo que no es más que un resumen de lo alegado por una de las partes, pues el párrafo que parafrasea comienza así: "En escrito presentado el 27-09-96, la representación judicial del actor, luego de considerar que como consecuencia de las comunicaciones consignadas evidentemente..." y continúa con lo reproducido por el formalizante "...confesaron cada uno de los codemandados mediante escrito, estar debidamente enterados de la demanda incoada...."

La decisión recurrida no declaró la confesión ficta, pronunciamiento que corresponde a la decisión definitiva, sino que consideró tácitamente citados a los demandados que intervinieron en un acto del proceso y ordenó proceder a dictar sentencia definitiva.

La sentencia interlocutoria recurrida, decidió así:

“Ahora bien, partiendo del principio ya establecido en este fallo, en cuanto a que el hecho constituido por las comunicaciones o escritos suscritos por los codeman​da​dos y consignados en autos por el profesional del derecho, conforme a los cuales se requirieron del Tribunal en forma expresa que se le designara Defensor Ad-Litem, como expresamente se le señaló, se le postuló o se le presentó al efecto por ante el Juez recurrido, representa un formal acto procesal realizado en el expediente y que produjo efectos jurídicos específicos en el proceso, así como también la comunicación o escrito igualmente dirigida al Tribunal por la representante legal de la sociedad mercantil "CINEMATOGRÁFICA BLANCICA. C A.”, por las mismas consecuencias antes analizadas, sólo resta determinar si como consecuencia de tal circunstancia puede derivarse que también se ha operado la citación tácita o presunta a que se contrae el Único Aparte del Artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, lo que así fue formalmente solicitado por la representación judicial del actor, por lo que al respecto se observa:

Como hechos conocido cursantes a los autos, se encuentran las comunicaciones o escritos dirigidos formalmente al Juez de la causa por las co-demandadas y por la persona natural, también co-demandada, debidamente suscritos por quien ejerce la representación legal de los entes jurídicos y por quien, como persona natural, también tiene interés en el proceso, consignados en autos por el acreditado apoderado judicial de otra de las co-demandadas, con la intención expresa de que como consecuencia de las declaraciones que tales instrumentos contienen se le designara Defensor de quienes formalmente lo postularon por escrito ante el Juez recurrido, lo que se reputa como un acto procesal formal que produjo efectos jurídicos en el juicio, ya que no había impedimento alguno para que fueran traídos a los autos por persona distinta a quienes subscribieron, pero con su autorización implícita para proceder como lo hizo. Siendo ello así, no existe la menor duda para considerar que tales co-demandados, al pretender hacerse asistir en juicio por un abogado específicamente determinado, señalado, postulado o requerido por ellos, para que fuere su defensor en el juicio instaurado en su contra, indudablemente que debe presumirse que estaban en pleno y total consentimiento del acto formal del Juez recurrido por el cual se les ordenaba comparecer ante el Tribunal con el objeto de que procedieran a contestar la demanda instaurada en su contra, cuyas diligencias al respecto realizó ciudadano Alguacil en su sede o domicilio, como se desprende de autos, y como ello implica que se hizo de su conocimiento el emplazamiento que les había hecho la recurrida para que se pusieran a derecho y procedieran a contestar la demanda en la oportunidad legal correspondiente, surge en forma incuestionable que al dirigir las comunicaciones o escritos formalmente al a-quo, con el objeto ya señalado, estaban total y definitivamente en conocimiento de los pormenores de acción judicial que se había incoado en su contra. Pero no sólo de esos hechos surge tal presunción, sino que también se desprende de la circunstancia cierta, relacionada con el hecho de que anteriormente una de las Co-demandadas le había otorgado poder al postulado como defensor ad-litem, suscribiendo tal poder la misma persona que con el carácter de representante legal de las otras co-demandadas suscribió las comunicaciones o escritos formalmente dirigidos al juez de la causa; así como la persona natural también accionada como co-demandada en forma solidaria en este proceso. -

Como de lo expuesto anteriormente se desprende claramente que los co-demandados que suscribieron y dirigieron las comunicaciones o escritos al Tribunal, consignadas por el mismo profesional del derecho que postularon para que se encargara de su defensa, producto todo ello de la soberana voluntad de quienes ya sabían que en su contra se había propuesto una demanda judicial, luce perfectamente procedente presumir, conforme a lo dispuesto en el Artículo 1.394 del Código Civil, en concordancia con lo prescrito por el Artículo 510 del de Procedimiento Civil, que todas esas actuaciones procesales, en su conjunto, teniendo en consideración su gravedad, concordancia y convergencia entre sí y en relación con las demás pruebas de autos (El poder otorgado al Dr. CARLOS LEPERVANCHE por la sociedad mercantil INVERSIONES ADB, C. A.- perteneciente también al grupo o unidad económica demandada), se configuró la citación tácita o presunta a que se contrae el Unico Aparte del Artículo 216, por lo que a partir de las fechas de consignación de las tantas veces referidas comunicaciones o escritos, se entiende citados los Co-demandados “BLANCIC VIDEO, C.A. INVERSIONES CANBLO, C.A. METROVIDEO, C.A.”, “INMOBILIARIA BLANFER, C.A.” “LEOFILMS, C.A., ANTONIO BLANCO ALEA Y “BLANCO Y TRAVIESO, C.A., sin más formalidad. Así se decide.

Cabe destacar, que además de las extensas y estrictas razones fácticas y legales que llevaron a formar plena y definitiva convicción en este sentenciador para asentar el anterior pronunciamiento, no se le escapa el hecho cierto de que auspiciar actuaciones como las que se han analizado en este asunto, sería tanto como propender a que se admita la posibilidad de litigar a distancia, a que se concedan o acuerden pedimentos a través de providencias jurisdiccionales, que es un efecto jurídico propio de un acto procesal, sin que presuntamente el propulsor de tal forma de proceder pretenda no ponerse a derecho en el juicio instaurado en su contra, lo cual nos retrotraería nuevamente a lo que la vigente ley procesal derogó del Código de Procedimiento Civil de 1.916.

De igual forma, y siendo ello un símil de lo que se ha dilucidado en este proceso, tal y como lo expresa ARISTIDES RENGEL ROMBERG en su TRATADO DE DERECHO PROCESAL CIVIL VENEZOLANO “La norma pone fin a la corruptela que se venía produciendo en la práctica, bajo el viejo código, según el cual el demandado actuaba en el proceso, antes de la citación, objetaba medidas, hacía oposiciones, apelaba de las decisiones, pero eludía la citación personal y se consideraba no a derecho para contestar la demanda y entrar al fondo del litigio, con grave perjuicio para la igualdad, la celeridad y la lealtad y probidad en el proceso”. En efecto, de aceptar que las actuaciones como las que han dado lugar a la presente incidencia, surjan sin ninguna consecuencia jurídica, sin riesgo procesal alguno para quien asume tal actitud, sin lugar a dudas constituiría un retroceso en la debida evolución que debe privar en las normas procesales que rigen el debate judicial en la actualidad, por lo que la lógica jurídica indica que en situaciones de tal índole, es deber insoslayable del Juez, obrando en ejercicio de su magisterio y como director o rector del proceso, proceder con la ineludible responsabilidad, fundándose en la verdad que resulte del proceso, escudriñada conforme a su legítimo oficio, de buscar, y ejecutarlos, los debidos correctivos para evitar apañar irregularidades o subterfugios que tiendan a desvirtuar lo que debe entenderse como un debido proceso, manteniendo a las partes en los derechos y facultades comunes a ellas, sin preferencia ni desigualdades, y en los privativos de cada una, mantenerlas respectivamente, según lo acuerde la ley a las diversas condiciones que tengan en el juicio, sin que pueda permitirse extralimitaciones de ningún género”. (Resaltado de la Alzada).

 


Como consecuencia del error cometido, el formalizante no combatió el verdadero fundamento de lo decidido, el cual consistió en que "las comunicaciones o escritos suscritos por los codeman​da​dos y consignados en autos por el profesional del derecho, conforme a los cuales se requirieron del Tribunal en forma expresa que se le designara Defensor Ad-Litem, como expresamente se le señaló, se le postuló o se le presentó al efecto por ante el Juez recurrido, representa un formal acto procesal realizado en el expediente y que produjo efectos jurídicos específicos en el proceso".


Establece el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil: 

“Sin embargo, siempre que resulte de autos que la parte o su apoderado antes de la citación, han realizado alguna diligencia en el proceso, o han estado presentes en un acto del mismo, se entenderá citada la parte desde entonces para la contestación de la demanda, sin más formalidad.”

 


Por tanto, si las comunicaciones presentadas por el abogado constituyen un formal acto procesal, en el cual los representantes de las empresas en cuestión y la persona natural codemandada, ahora recurrente en casación, manifestaron su voluntad de que se designara al abogado actuante como defensor ad-litem, la consecuencia necesaria de tales actuaciones es la citación presunta o tácita de los codemandados.


La aseveración de la recurrida, que constituye fundamento esencial de lo decidido, no fue directamente combatida en la denuncia formulada, por lo cual debe considerarse subsistente el fundamento de lo decidido.


Por otra parte, pretendieron los codemandados realizar irregularmente una actuación que para una situación diferente está prevista por la ley. En efecto, establece el artículo 225  del Código de Procedimiento Civil que el Tribunal al hacer el nombramiento del defensor, dará preferencia, en igualdad de circunstancias, a los parientes y amigos del demandado o a su apoderado, si lo tuviere, oyendo cualquier indicación del cónyuge presente, si lo hubiere y quisiere hacerla. Tal indicación o solicitud de nombramiento de defensor no puede realizarla la parte misma, pues demuestra con ello el conocimiento que tiene del proceso, y al actuar en el mismo queda tácitamente citada.

No cabe duda que la actuación realizada tiene carácter procesal, al punto que el Juez de la causa la consideró válida y procedió a designar como defensor al abogado en cuestión, pero la decisión fue apelada y como consecuencia de ese recurso se produjo la sentencia interlocutoria recurrida. 

En efecto, decidió el Juez a quo en los siguientes términos:

"Vista la diligencia que antecede suscrita por el Dr. CARLOS LEPERVANCHE MICHELENA en su carácter de apoderado judicial de la co-demandada INVERSIONES A.D.B., C.A., y como quiera que el referido abogado consigna siete (7) cartas, expedidas por los co-demandados BLANCIC VIDEO C.A.; INVERSIONES CANBLO C.A.; METROVIDEO  C.A.; IMOBILIARIA BLANFER C.A.; LEOFILMS C.A., ANTONIO BLANCO ALEA y BLANCO TRAVIESO C.A., en el cual dichos co-demandados expresan su voluntad de que el mencionado abogado, sea designado por el Tribunal como defensor ad-litem de ellos en este juicio, el Tribunal con fundamento en el artículo 225 del Código de Procedimiento Civil, lo designa como defensor Ad-litem de los codemandados arriba señalados..."

No se trata de un conocimiento de la existencia de la demanda que conste de actuaciones extrañas al proceso, como sería el caso del otorgamiento de un poder, la revisión del expediente por la parte o su apoderado, sin actuar en el mismo, o la demostración de que el demandado conoció de la interposición de la demanda por otras vías que no constan del expediente, sino de una actuación en el proceso, que adolece de vicios, pues quien presentó las cartas solicitando el nombramiento del defensor ad litem es apoderado de una de las empresas del grupo, pero no se ha demostrado que lo sea de las otras codemandadas.

Ahora bien, establece el artículo 214 del Código de Procedimiento Civil, lo siguiente:

 

“La parte que ha dado causa a la nulidad que sólo pueda declararse a instancia de parte, o que la hubiese expresa o tácitamente consentido, no podrá impugnar la validez del procedimiento.”

 


Ricardo Henríquez La Roche, en sus comentarios al Código de Procedimiento Civil (Tomo II, pág. 142-143), considera que se trata de un principio de protección, y expresa:

 

“1. El Código derogado mencionaba la "culpa o negligencia del reclamante" cuando aludía a la causa motiva de la falta procedimental.  El nuevo Código explicita el principio nemo audiatur propriam turpitudinem allegans con la locución "ha​ber dado causa a la nulidad", despojándola de cualquier imputación moral.  La razón legal sigue siendo la misma: el litigante no puede optar entre la validez o invalidez del acto (aislado o esencial al procedimiento), según sean favorables o adversos los resultados del mismo o de la decisión subsiguiente.  La ley pro​tege la validez del proceso contra la improbidad, negligencia o impericia del litigante.

 

Pudiera ocurrir que la parte interesada, la que ha sufrido la indefensión, no actuase en absoluto en el proceso por el motivo que fuere, o, en concreto, para conservar la opción -censura​ble- de pedir más tarde la nulidad, si le conviene, o guardar silencio en caso distinto.  Ha de tenerse en cuenta que es tam​bién una carga procesal, o al menos un interés, para la contra​parte, desembrazar el proceso de causales de nulidad que se prolonguen indefinidamente por falta de una convalidación tá​cita: si el derecho a la defensa ha quedado conculcado y el inde​fenso no lo aduce, su antagonista debe asumir los riesgos de esta irregularidad procesal.”

 


La regla de la legislación procesal venezolana es similar a la existente en otros países. Así Hugo Alsina explica: "es un principio jurídico que la nulidad de un acto no puede ser invocada por quien contribuyó a su celebración" (Derecho Procesal Civil y Comercial, Tomo I, pág. 724). 


El Código de Procedimiento Civil italiano, en su artículo 160, establece: 

 

“Nulidad de la notificación.- La notificación es nula si no se observan las disposiciones acerca de la persona a quien debe ser entregada la copia, o si hay absoluta falta de certeza sobre la persona a quien se la ha hecho o sobre la fecha, salvo la aplicación de los arts. 156 y 157”

 


El artículo 157 del mismo Código establece, en su último aparte:

"La nulidad no puede ser opuesta por la parte que la haya determinado, ni por aquélla que haya renunciado a hacerlo aunque sea tácitamente."

 


Enrico Redenti, luego de transcribir la primera de las normas en cuestión, expresa: "En otros términos, sólo es nulidad de notificación la que depende de un defecto incurrido en las actividades propias y autónomas del oficial judicial en el ejercicio de su ministerio" (Derecho Procesal Civil, Tomo I, pág. 382).

 


Francesco Carnelutti, al comentar la disposición equivalente, contenida en el Código de Procedimiento Civil del Reino de Italia, la cual establecía que la parte no podrá oponer la nulidad de forma, cuando ella, o quien actúe por ella, haya sido la causa de la misma, expresa: "ser la causa del vicio del acto, significa actuar para que el acto se realice no obstante la falta del requisito, y de ese modo, inducir al agente a realizarlo" (Sistema de Derecho Procesal Civil, Tomo III, pág. 596).


Las opiniones citadas son aplicables al caso bajo decisión, pues el codemandado recurrente actuó de manera irregular, mediante una comunicación presentada por un abogado del grupo de empresas demandado, quien no presentó poder, con lo cual indujo al Juez para que designara como defensor ad litem a quien en realidad es el representante de la empresa principalmente demandada, por tanto la posible nulidad del acto no sería debida a la actuación del Juez, sino de la parte, quien eligió esa manera de proceder para tratar de litigar con ventaja, teniendo a una persona de su confianza ejerciendo su representación, pretendiendo al mismo tiempo no estar presente en el proceso. 

Tal como  lo señala Henríquez La Roche, en esa situación el litigante no puede optar entre la validez o invalidez del acto (aislado o esencial al procedimiento), según sean favorables o adversos los resultados del mismo o de la decisión subsiguiente.  La ley protege la validez del proceso contra la improbidad, negligencia o impericia del litigante.

Comparte la Sala el criterio de la recurrida, de que auspiciar actuaciones como las que se han analizado en este asunto, sería tanto como propender a que se admita la posibilidad de litigar a distancia, a que se concedan o acuerden pedimentos a través de providencias jurisdiccionales, que es un efecto jurídico propio de un acto procesal.

En conclusión, aun cuando se hubiese formalizado correctamente el recurso, no podía combatir el recurrente la validez de las actuaciones por las cuales quedó tácitamente citado, por haber intervenido irregularmente en el procedimiento de nombramiento del defensor ad litem, que dio lugar a que se considerara a los codemandados tácitamente citados.

En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

RECURSO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD 

 

ÚNICO

 

Con base en el Ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción por la señalada recurrida, de los Artículos 68 de la Constitución, Artículo 1.357 del Código Civil y Artículos 15, 206, 207, 208, 211, 216, 217, 150, 151, 155, 347 y 362 del Código de Procedimiento Civil por error de actividad y reposición no decretada no obstante la procedencia de la misma y varias veces solicitada, con infracción de normas procesales de orden público y con menoscabo del derecho de defensa de nuestras representadas.

Luego de transcribir párrafos de la sentencia recurrida, el formalizante expresa que dicha sentencia:

 

“ (...) acogió la fundamentación de la decisión interlocutoria del Juez Superior Cuarto del Trabajo de las Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, de fecha 3 de febrero de 1997 citada, todo lo cual se transcribió y expuso en el Capítulo anterior y los cuales aquí demos por reproducido, se desprende de todo ello, a todas luces, que el Juez de la sentencia definitiva recurrida con las mismas ilegales argumentaciones sobre los hechos procesales, como ya lo expresamos, declaró la confesión ficta de las demandadas, por lo que es obligante para nosotros, con todo respeto, expresamos en la siguiente forma en esta parte de la formalización del recurso contra la definitiva.

 

Ahora bien, el Artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, Ordinal 1º, consagra como primer caso de error de actividad o recurso de forma, en el recurso de casación, cuando se omiten formas substanciases de los actos procesales, primer requisito del caso, que menoscaben el derecho de defensa, segundo requisito.

 

Respecto al primer requisito, es preciso significar que el acto procesal es el acto jurídico que influye en el proceso y originado tanto en la actuación del Juez, como en la de las partes, e inclusive, en la de un tercero: proveimiento por lo que respecta al juez; la demanda por lo que atañe a la parte actora y declaración de un testigo que es un tercero, como respectivos ejemplos; y al acto procesal se le define, en consecuencia, como toda actividad realizada por el juez, las partes o un tercero dentro del desarrollo normal del juicio, y el cual inicia, constituye, impulsa o termina el proceso.

 

El acto procesal para su eficacia plena, además de sus requisitos de fondo; capacidad de la parte, su interés en el asunto y su legitimidad para realizar el acto, tiene que cumplir los requisitos formales que también son esenciales: "como, cuando y donde deben realizarse" (Hemando Devis Echandia.

 

"Compendio de Derecho Procesal Civil", Pág. 286), son las llamadas doctrinariamente "formas procesales" cuya necesidad, la exigencia de que el proceso se desenvuelva con sujeción a las reglas preestablecidas, dice Alsina, garantizan la lealtad en el debate, la igualdad en la defensa y la rectitud en el proceso y en la decisión (Hugo Alsina, "Tratado Teórico Práctico de Derecho Procesal Civil y Comercial", Pág. 718).

(...)

Bien, el juez de la recurrida confirmó la declaratoria de la confesión ficta de la demandada, basándose en el hecho de que con las ocho "cartas" dirigidas por los demandados al juez de la causa en solicitud del nombramiento del abogado Dr. Carlos Lepervanche, como defensor ad litem, bajo la falacia de que en esa forma los demandados "confesaron estar debidamente enterados de la demanda invocada en su contra y se ha realizado la citación tácita o presunta prevista en el Artículo 216 del Código de Procedimiento Civil y desde la fecha de la última carta, la contestación de la demanda debía realizarse al tercer día de despacho siguientes, es decir el día 23-09-96 pero ninguno de ellos (los demandados) compareció personalmente ni por si ni por medio de apoderado judicial alguno, por lo que conformidad con lo previsto en el artículo 362 eiusdem y Artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos del Trabajo en el presente juicio se operó la confesión ficta de los demandados". (Subrayado del formalizante)

 





Para decidir, la Sala observa:

La decisión respecto a la citación presunta, que conduce necesariamente a la falta de contestación a la demanda, fue dictada en decisión interlocutoria de segunda instancia, contra la cual se formalizó denuncia que fue desechada.

Establece el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil:

 

“Si el demandado no diere contestación a la demanda dentro de los plazos indicados en este Código se le tendrá por confeso en cuanto no sea contraria a derecho la petición del demandante, si nada probare que le favorezca. En este caso, vencido el lapso de promoción de pruebas sin que el demandado hubiese promovido alguna, el Tribunal procederá a sentenciar la causa, sin más dilación, dentro de los ocho días siguientes al vencimiento de aquel lapso, ateniéndose a la confesión del demandado. En todo caso, a los fines de la apelación se dejará transcurrir íntegramente el mencionado lapso de ocho días si la sentencia fuere pronunciada antes de su vencimiento.”

 


Contiene la disposición transcrita dos reglas diferentes: una relativa a la decisión de la controversia y otra referente a la ordenación del proceso. La primera de ellas –Si el demandado no diere contestación a la demanda dentro de los plazos indicados en este Código se le tendrá por confeso en cuanto no sea contraria a derecho la petición del demandante, si nada probare que le favorezca- se refiere a la decisión de la controversia y sólo puede ser combatida mediante el recurso por infracción de ley. La segunda -En este caso, vencido el lapso de promoción de pruebas sin que el demandado hubiese promovido alguna, el Tribunal procederá a sentenciar la causa, sin más dilación, dentro de los ocho días siguientes al vencimiento de aquel lapso, ateniéndose a la confesión del demandado. En todo caso, a los fines de la apelación se dejará transcurrir íntegramente el mencionado lapso de ocho días si la sentencia fuere pronunciada antes de su vencimiento- se refiere al orden del proceso.


El segundo aspecto, relativo al orden del proceso, ya fue objeto de la anterior denuncia, de la cual ésta no es más que una repetición. Contra la decisión definitiva sólo podía interponerse, en cuanto a la cuestión de la confesión ficta, recurso por infracción de ley, dirigido a demostrar que a pesar de la falta de contestación no se produjo tal efecto.


El recurrente escoge mal la vía para la denuncia y no alega nada contra la confesión ficta, diferente a lo ya resuelto sobre la validez de los actos del proceso que condujeron a la citación tácita de las codemandadas. Por tanto, la denuncia de forma bajo examen resulta inapropiada para combatir la decisión definitiva sobre la cuestión de la confesión ficta.

En consecuencia, se desecha esta denuncia

 

DECISIÓN

 

Por  las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de  Justicia, en Sala de Casación Social, (Accidental) administrando justicia en nombre de la República y por autoridad  de la ley, declara  SIN LUGAR el presente  recurso de casación. Se  condena  al recurrente  en  las  costas, conforme  al artículo 320 del Código  de  Procedimiento Civil,  en concordancia con el artículo 274  del  mismo Código.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal de la causa, o sea, el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. Particípese esta remisión al Juzgado de origen  ya  mencionado,  todo  de  conformidad  con  el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia (Accidental) en Caracas, a  los cinco (5)  días del mes de  abril  de dos mil. Años: 189º de la Independencia y 141º de la Federación.

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 

El Vicepresidente, 





 

 

CÉSAR MATA MARCANO      


     

 

Con- juez,

 

MARIA CRISTINA PARRA

 

 

La Secretaria,

 

 

BIRMA I. DE ROMERO
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